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EN
BREVE

Cuando una persona jurídica carece de patrimonio suficiente para afrontar sus 
deudas, se produce la liquidación de este patrimonio y la desaparición de esa 
persona jurídica. Pero en el caso de la persona física, esto no sucede, y liqui-
dado su patrimonio para el pago de sus acreedores, no desaparece la persona 
y los acreedores pueden perseguirle de por vida, esperando su paso a mejor 
fortuna, siguiendo con las vías de apremio contra sus futuros bienes para el 
cobro de las pasadas deudas. Para evitar esta situación, nace el BEPI.

En portada - Derecho mercantil

EL BENEFICIO DE EXONERACIÓN DEL PASIVO 
INSATISFECHO. ART. 178 BIS DE LA LEY CONCURSAL 
(BEPI), POPULARMENTE CONOCIDO COMO 
“SEGUNDA OPORTUNIDAD”
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INTRODUCIÓN

Cuando he iniciado este pequeño trabajo sobre el “Be-
neficio de exoneración del pasivo insatisfecho”, previs-
to en el 178 bis de la Ley Concursal (BEPI) y he repasado 
una vez más la exposición de motivos del Real Decreto-ley 
1/2015 de 27 de febrero, de mecanismo de segunda opor-
tunidad, reducción de carga financiera y otras medidas de 
orden social, publicado en el BOE núm. 51, de 28 de febrero 
de 2015, páginas 19058 a 19101, no he hecho otra cosa que 
relacionar las primeras frases de esta exposición de motivos 
con la situación económica actual y con las grises perspec-
tivas que se ciernen sobre la economía mundial y por ende, 
sobre la española en particular, que pueden hacer del BEPI 
una herramienta muy útil para personas físicas, empresarios 
o no, que se enfrenten a una insolvencia.

Decía esta optimista exposición de motivos que daba na-
cimiento al BEPI: “…La economía española lleva ya algu-
nos meses dando signos esperanzadores de recuperación y 
consolidando un crecimiento económico que, merced a las 
reformas estructurales llevadas a cabo en los últimos años, 
está teniendo un efecto beneficioso en el empleo y en la per-
cepción general de la situación que tienen los ciudadanos, 
las empresas y las diferentes instituciones.

Pero ello no debe llevar a olvidar dos cosas: la primera es 
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que la salida de la crisis es ante todo y sobre todo 
un éxito de la sociedad española en su conjunto, 
la cual ha dado una vez más muestras de su so-
brada capacidad para sobreponerse a situaciones 
difíciles. La segunda es que todavía existen mu-
chos españoles que siguen padeciendo los efectos 
de la recesión. Y es misión de los poderes públicos 
no cejar nunca en el empeño de ofrecer las mejo-
res soluciones posibles a todos los ciudadanos, a 
través de las oportunas reformas encaminadas al 
bien común, a la seguridad jurídica y, en definiti-
va, a la justicia…”

Pasados cuatro largos años desde la promul-
gación de este decreto, la situación económica 
ha pasado del optimismo propagandista de un 
gobierno en minoría que había endeudado Espa-
ña más que en toda su historia, a una crisis que 
nadie quiere ver y que ha sido tabú en estas cua-
tro elecciones que se han producido en el espacio 
de un mes y que se va a manifestar de manera 
gradual, afectando primero a los más débiles 
económicamente y a las pequeñas y medianas 
empresas, los cuales van a ser exprimidos por un 
gobierno que, si no lo remedía la Providencia, nos 
va a recordar a aquellas legislaturas del derroche 
del “Plan E” y de las subidas de impuestos que 
llevaron a España al rescate por parte de la Unión 
Europea, rescate camuflado de compra masiva de 
deuda pública por parte del BCE. Los hombres 
de negro vinieron camuflados de gris.

Ante esta poco halagüeña situación que nos 
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caerá encima como una cascada, la conyuntura 
internacional no va a ayudar mucho. Francia se 
encuentra en crecimiento cero y es nuestro prin-
cipal cliente. Italia se encuentra en recesión eco-
nómica. Alemania sigue la senda de una peligrosa 
desaceleración en su crecimiento hasta llegar a 
cuotas negativas. EE.UU. y China están enfren-
tados en una guerra comercial donde el asunto 
Huawei es la punta del iceberg de lo que se ave-
cina en esta guerra arancelaría y tecnológica. El 
comercio se ralentiza a pasos agigantados y la 
caída de los precios de las materias primas y en 
consecuencia, la crisis de los mercados financie-
ros está lanzando señales sobre la fragilidad de 
la economía mundial. Estas muestras reflejan 
preocupantes aspectos de la realidad económi-
ca global: estancamiento de la productividad, los 
sectores de servicios ocupan cada vez más gente, 
no se hace inversión productiva y cae la inversión 
en tecnología a causa de una falta de confianza de 
los inversores, lo que va a llevar a un crecimiento 
del ahorro improductivo por el envejecimiento de 
la población con una propensión de proteger sus 
ahorros para afrontar los últimos años de su vida, 
sin los riesgos de una inversión a corto y medio 
plazo.

Esta situación nos llevará a un incremento de 



la inversión pública para compensar el decremen-
to de la inversión privada y, con ello, una subida 
de impuestos que nos conducirá a una crisis eco-
nómica persistente. Los tipos de interés bajos o 
negativos, propiciados por los bancos centrales, 
crean mayor inestabilidad financiera a causa de 
los capitales que arriesgan buscando nuevas ren-
tabilidades, creando burbujas financieras que se 
deshinchan bruscamente formando nuevos des-
equilibrios, cada vez más difíciles de superar. 

A estos problemas descritos se han de añadir 
las previsiones de la Organización Internacional 
del Trabajo (OIT), con una caída  mundial de la 
tasa de empleo, incluso en los países en los que 
el paro está casi en mínimos históricos, como en 
Estados Unidos. Desde la última recesión de los 
años 2003 al 2011, el empleo nunca se ha recu-
perado.

Ante los síntomas de desaceleración, los ni-
veles generalizados de deuda y el agotamiento de 
la política monetaria, producen una imagen de 
fragilidad que redunda negativamente en las ex-
pectativas de los inversores. 

La economía española pese al crecimiento del 
PIB en 2015, año de la promulgación del decre-
to-ley que da lugar a este trabajo,  estaba en un 
nivel de un 5% por debajo de la del año 2008 y 
solo el 69% de los españoles entre 25 y 54 años 
estaban empleados.  En 2019, por encima de una 
débil recuperación que se inició en el 2018, se-
guimos con una economía productiva desestruc-
turada, con contratos temporales en crecimiento 
y muy lejos de que la economía se oriente al creci-
miento a largo plazo (productividad, innovación, 
etc.) de los países más avanzados de Europa. Los 
problemas determinantes de esa divergencia, son 
factores de orden institucional, entre los que des-
tacan los problemas territoriales y en especial el 
problema del separatismo, que un gobernante 
inoperante, como Rajoy, y un partido de tecnócra-
tas no se atrevieron a atajar.

Ante estas expectativas negativas, la crisis 
económica nos llevará a un cierre de empresas 
pequeñas y medianas, a la subida del índice de 
desempleo entre la clase trabajadora y la clase 
media (cada vez más empobrecida), lo que pro-
vocará que el  “Beneficio de exoneración del pasi-
vo insatisfecho”, previsto en el 178 bis de la Ley 
Concursal (BEPI), recobre la notoriedad que la 
optimista exposición de motivos creó a los efectos 
de profundizar en una “segunda oportunidad” 
para emprendedores y pequeños empresarios que 
se verán afectados por la crisis que viene.

-	 Sentencia del Tribunal Supremo de fecha de 13 
de marzo de 2019. Núm. 150/2019 Rec. núm. 
3355/2016 (Marginal: 70913508)

-	 Sentencia de la Audiencia Provincial de Barcelo-
na de fecha de 19 de julio de 2018. Núm. 519/2018 
Rec. núm. 945/2017 (Marginal: 70988363)

-	 Sentencia de la Audiencia Provincial de Asturias 
de fecha de 5 de abril de 2016. Núm. 99/2016 
Rec. núm. 203/2015 (Marginal: 70273422)

-	 Sentencia de la Audiencia Provincial de Murcia 
de fecha de 8 de julio de 2015. Núm. 392/2015 
Rec. núm. 470/2015 (Marginal: 69605363)
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EL ACUERDO EXTRAJUDICIAL DE PAGOS

A lo largo de las líneas anteriores, hemos di-
bujado el escenario donde el BEPI nació y donde 
actualmente se va a desarrollar dentro de la situa-
ción económica mundial y española, circunstan-
cias  que le pueden llevar al BEPI a su máximo 
apogeo en pocos años y a ser una fuente de tra-
bajo para no pocos despachos de abogados, que 
en la práctica deberemos de explicar a nuestros 
clientes lo que ha previsto el legislador en el art. 
178 bis de la Ley Concursal.

Cuando una persona jurídica carece de patri-
monio suficiente para afrontar sus deudas, se pro-
duce la liquidación de este patrimonio y la desa-
parición de esa persona jurídica. Pero en el caso 
de la persona física, esto no sucede, y liquidado 
su patrimonio para el pago de sus acreedores, 
no desaparece la persona y los acreedores pue-
den perseguirle de por vida, esperando su paso a 
mejor fortuna, siguiendo con las vías de apremio 
contra sus futuros bienes para el cobro de las pa-
sadas deudas. Para evitar esta situación, nace el 
BEPI.

Antes de la puesta en funcionamiento del 
BEPI, es necesario que se tenga una noción del 
paso previo, “acuerdo extrajudicial de pagos”, el 
cual se puede intentar antes de la presentación 
del concurso de acreedores que da lugar al BEPI.

En el caso de intentarse, por parte del deudor, 
un acuerdo extrajudicial de pago con los acree-
dores antes de la presentación del concurso, ya 
sea por medio de la aplicación de lo previsto en 
el art. 5 bis o por medio de un acuerdo extraju-
dicial con los acreedores, el acuerdo deberá de 
quedar plasmado en un acta notarial, donde se 
especificará un pacto de  espera máximo de diez 
años, un pacto de quita ilimitado, añadiendo al 
acuerdo un plan de pagos, un plan de viabilidad y 
un plan de continuación de la actividad empresa-
rial con propuesta de cumplimiento de las nuevas 
obligaciones que se contraigan por el deudor. La 
solicitud se presentará ante un notario del domi-
cilio del deudor, con la documentación necesaria 
similar a la  prevista en el art. 6 de la Ley concur-
sal. Si el deudor es comerciante, deberá solicitar 
el nombramiento de un mediador concursal ante 
el Registro Mercantil, con la solicitud del acuerdo 
extrajudicial de pago. Si el deudor es persona fí-
sica no comerciante, la solicitud del mediador se 
efectuará a través de un notario de oficio.

El acuerdo extrajudicial de acreedores habrá 

de ser inscrito en el registro mercantil o civil y 
desde el momento de la inscripción y con efec-
tos de su elevación a público, ningún acreedor 
podrá iniciar ejecuciones por deudas anteriores al 
convenio extrajudicial de pagos. El deudor podrá 
solicitar a los juzgados que hayan conocido de eje-
cuciones singulares contra él (Art. 233.3 LC) y 
hasta un plazo máximo de 2 meses (art. 242 bis 
1.8º LC), que se levanten los embargos practica-
dos y se suspenderá el devengo de intereses. Los 
acreedores que no hayan aceptado el acuerdo ex-
trajudicial de pagos, podrían seguir con sus eje-
cuciones contra los obligados solidariamente con 
el deudor, los cuales no podrán excusar su obliga-
ción de pago en base al acuerdo extrajudicial de 
pagos acordado con el deudor principal, siempre 
que el crédito frente al deudor principal hubiera 
vencido (art. 235.4 LC). El deudor no podrá ser 
declarado en concurso hasta que no transcurra el 
plazo de dos meses.

Una vez intentado el acuerdo extrajudicial de 
pagos o incumplido este, el deudor deberá de so-
licitar el concurso de acreedores dentro del cual 
nace el BEPI, popularmente conocido como “se-
gunda oportunidad”,  plasmado por el legisla-
dor en el art. 178 bis de la Ley Concursal.

Como antes he explicado, esta figura jurídica 
comienza con sus efectos legales desde el mo-
mento en que ha fracasado cualquier acuerdo ex-
trajudicial entre la persona física y sus acreedores 
o cuando no se ha llegado a plasmar un convenio 
dentro del propio concurso de acreedores. Por lo 
tanto, la solicitud del BEPI sólo puede ser soli-
citada por una persona física, ya sea empresario 
o empleado, consumidor o profesional, el cual se 
encuentre en estado de insolvencia (esto es, no 
puede o prevé que no va a poder cumplir regular-
mente sus obligaciones contractuales) y su pasivo 
no supere los 5 millones de euros.

EL CONCURSO CONSECUTIVO PREVISTO EN 
EL ART. 242 DE LA LEY CONCURSAL.

“La ley exige que el deudor sea 
de buena fe prevista en el art. 
178 bis de la Ley Concursal, es 
decir que el concurso no haya 
sido declarado culpable por el 
juzgado mercantil”
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Para iniciar el BEPI, previamente se ha de 
haber solicitado el concurso de acreedores en el 
juzgado mercantil correspondiente, si se es co-
merciante, y en los juzgados de primera instancia 
del domicilio del deudor, si se es persona física y 
consumidor no comerciante. Se suele comenzar 
con la petición al juzgado del inicio del expedien-
te concursal, y concretamente mediante la soli-
citud de concurso consecutivo previsto en 
el art. 242 de la Ley Concursal.

Este concurso, que suele ser presentado por 
personas físicas no comerciantes, se apertura di-
rectamente en la fase de liquidación del mismo, 
pero aportando la documentación prevista para el 
acuerdo extrajudicial de pagos, y en caso de ser 
comerciante, la documentación prevista en el art. 
6 de la Ley Concursal, es decir, escrito de solici-
tud de declaración de concurso. En este escrito 
el deudor expresará si su estado de insolvencia es 
actual o si lo prevé como inminente. A la solicitud 
se acompañarán los documentos siguientes:

- 	 Poder especial para solicitar el concurso. 
Este documento podrá ser sustituido me-
diante la realización de apoderamiento apud 
acta.

-	 La memoria expresiva de la historia econó-
mica y jurídica del deudor, de la actividad o 
actividades a las que se haya dedicado du-
rante los tres últimos años y de los estableci-
mientos, oficinas y explotaciones de los que 
sea titular, de las causas del estado en que se 
encuentre y de las valoraciones y propuestas 
sobre la viabilidad patrimonial.

	 Si el deudor fuera persona casada, indicará 
en la memoria la identidad del cónyuge, con 
expresión del régimen económico del matri-
monio.

	 Si se tratase de una herencia, se indicarán en 
la memoria los datos del causante.

-	 Un inventario de bienes y derechos, con ex-
presión de su naturaleza y lugar en que se 
encuentren,  datos de identificación registral 
en su caso, valor de adquisición, correccio-
nes valorativas que procedan y estimación 
del valor real actual. Se indicarán también 
los gravámenes, trabas y cargas que afecten a 
estos bienes y derechos, con expresión de su 
naturaleza y los datos de identificación.

-	 Relación de acreedores, por orden alfabéti-
co, con expresión de la identidad, domicilio 
y dirección electrónica de cada uno de ellos, 
así como de la cuantía y el vencimiento de 
los respectivos créditos y las garantías perso-
nales o reales constituidas. Si algún acreedor 
hubiera reclamado judicialmente el pago, se 
identificará el procedimiento correspondien-
te y se indicará el estado de las actuaciones. 

-	 La plantilla de trabajadores, en su caso, y la 
identidad del órgano de representación de 
los mismos si lo hubiere. 

-	 Si el deudor estuviera legalmente obligado a 
llevar contabilidad, acompañará además:

1.º	Cuentas anuales y, en su caso, informes de 
gestión o informes de auditoría correspon-
dientes a los tres últimos ejercicios.

2.º	Memoria de los cambios significativos ope-
rados en el patrimonio con posterioridad 
a las últimas cuentas anuales formuladas y 
depositadas y de las operaciones que por su 
naturaleza, objeto o cuantía excedan del giro 
o tráfico ordinario del deudor.

3.º	Estados financieros intermedios elaborados 
con posterioridad a las últimas cuentas anua-
les presentadas, en el caso de que el deudor 
estuviese obligado a comunicarlos o remitir-
los a autoridades supervisoras.

4.º	En el caso de que el deudor forme parte de un 
grupo de empresas, como sociedad dominan-
te o como sociedad dominada, acompañará 
también las cuentas anuales y el informe de 
gestión consolidados correspondientes a los 

“El modo de proponerse proce-
salmente es muy sencillo y  
consiste en un simple escrito 
donde se plasma una  
descripción de los requisitos 
legales que concurren en el 
solicitante del BEPI y su  
petición de aplicación al  
órgano judicial donde se dirija 
este escrito”
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tres últimos ejercicios sociales y el informe 
de auditoría emitido en relación con dichas 
cuentas, así como una memoria expresiva de 
las operaciones realizadas con otras socieda-
des del grupo durante ese mismo período.

- 	 Cuando no se acompañe alguno de los do-
cumentos mencionados o falte alguno de los 
requisitos o datos exigidos, el deudor deberá 
expresar en su solicitud la causa que lo moti-
vara. 

	 Es de hacer notar, que en caso de existir con-
tratos u obligaciones contraídas por el deu-
dor y aun estando en fase de liquidación pre-
vista en el art. 242 de la Ley Concursal, estos 
contratos pueden seguir manteniéndose en 
vigor, si son necesarios para la superviven-
cia del deudor, aun habiéndose cumplido la 
propuesta anticipada de convenio o haberse 
archivado el concurso por insuficiencia de la 
masa activa (concurso express) prevista en el 
art. 176 bis de la Ley Concursal, con los si-
guientes requisitos:

a)	 Que no sea previsible el ejercicio de acciones 
de reintegración.

b)	 Que no se prevea el ejercicio de acciones de 
impugnación.

c)	 Que no sea previsible el ejercicio de acciones 
de responsabilidad de terceros.

d)	 Que no sea previsible la calificación culpable 
del concurso.

e)	 Inexistencia de patrimonio suficiente para 
satisfacer los créditos contra la masa.

f)	 Inexistencia de garantías suficientes de ter-
ceros para el pago de los créditos contra la 
masa.

g)	 No pendencia de sección de calificación.

h)	 No pendencia de acciones de reintegración 
de la masa activa, salvo que hubiesen sido 
objeto de cesión.

i)	 No pendencia de acciones de exigencia de 
responsabilidad de terceros, salvo que hubie-
sen sido objeto de cesión.

j)	 Apreciación de la insuficiencia del producto 
de la sección de calificación, de las acciones 
de reintegración de la masa activa y de res-
ponsabilidad de terceros para la satisfacción 

de los créditos contra la masa.

k)	 Irrelevancia de la tenencia por parte del 
deudor de bienes inembargables legalmen-
te, desprovistos de valor de mercado o cuyo 
coste de realización sería manifiestamente 
desproporcionado respecto de su previsible 
valor venal.

Concluido el concurso consecutivo, el 
deudor podrá presentar en el juzgado que conoce 
del concurso la solicitud del BEPI.

PRESENTACIÓN DEL BEPI.

Si no se ha presentado el concurso mediante 
el art. 242 de la Ley Concursal, es decir, no se 
ha intentado un acuerdo previo de pago con los 
acreedores y no ha sido instado el concurso por 
parte del mediador concursal por incumplimiento 
del plan de pagos previsto en el convenio extraju-
dicial alcanzado con los acreedores, el concurso 
se presentará basado en los presupuestos objeti-
vos que llevan al comerciante o no comerciante 
a la situación de insolvencia y que no es otra que 
no poder cumplir regularmente sus obligaciones 
exigibles y ser el estado de insolvencia actual o 
inminente, es decir, que el deudor que prevea 

“Es requisito esencial, que el 
deudor acredite haber 
celebrado el acuerdo extra-
judicial de pagos o su intento, 
que el concursado en los 10 
años anteriores a la declara-
ción del concurso, no haya sido 
condenado en sentencia firme 
por delitos contra el patrimo-
nio, contra el orden socio 
económico, por falsedad 
documental, contra la Hacien-
da Pública y la Seguridad 
Social o contra el derecho de 
los trabajadores”
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que no podrá cumplir regular y puntualmente sus 
obligaciones, con la documentación prevista en el 
art. 6 de la Ley Concursal.

Presentado el concurso y viendo la imposi-
bilidad de llegar a convenio con los acreedores, 
el “beneficio de exoneración del pasivo in-
satisfecho” se propondrá por un abogado, sin 
que sea necesario el procurador, en el momento 
procesal inmediatamente posterior a la presenta-
ción del informe final de liquidación y cuando el 
Administrador Concursal haya terminado con las 
operaciones de liquidación de la masa activa.

El modo de proponerse procesalmente es muy 
sencillo y consiste en un simple escrito donde se 
plasma una descripción de los requisitos legales 
que concurren en el solicitante del BEPI y su pe-
tición de aplicación al órgano judicial donde se 
dirija este escrito.

La ley exige que el deudor sea de buena fe 
prevista en el art. 178 bis de la Ley Concursal, 
es decir que el concurso no haya sido declarado 
culpable por el juzgado mercantil. A tenor del art. 
165.1.1 de la Ley Concursal aun siendo el con-
curso culpable, el juez del concurso podría con-
ceder el BEPI, si no aprecia dolo o culpa grave en 
el concursado. 

Es requisito esencial que el deudor acredite 
haber celebrado el acuerdo extrajudicial de pagos 
o su intento, que el concursado, en los 10 años 
anteriores a la declaración del concurso, no haya 
sido condenado en sentencia firme por delitos 
contra el patrimonio, contra el orden socio eco-
nómico, por falsedad documental, contra la Ha-

cienda Pública y la Seguridad Social o contra el 
derecho de los trabajadores. Si no ha intentado 
este acuerdo extrajudicial con los acreedores, que 
por lo menos haya pagado un 25% de sus deudas 
con los acreedores de créditos ordinarios. Es ne-
cesario y obligatorio que el solicitante del BEPI 
tenga pagados todos los créditos contra la masa y 
los créditos concursales privilegiados de los que 
haya sido deudor.

Para el caso de que no pueda cumplirse lo in-
dicado en el punto anterior, se establecen requisi-
tos alternativos dispuestos en el art. 178 bis 5 de 
dicho artículo que son los siguientes:

1.	 Que acepte someterse a un plan de pagos 
previsto en el apartado 6.

2.	 Que no se hayan incumplido las obligaciones 
de colaboración establecidas en el Articulo 
42 de la Ley Concursal.

3.	 Que el deudor no haya obtenido este benefi-
cio dentro de los diez últimos años.

4.	 Que el deudor no haya rechazado dentro de 
los cuatro años anteriores a la declaración del 
concurso una oferta de empleo adecuada a 
su capacidad.

5.	 Que el deudor acepte expresamente en la 
solicitud del BEPI que se haga constar en la 
correspondiente sección del Registro Con-
cursal por un plazo de 5 años.

De la solicitud del deudor se dará traslado por 
el Secretario Judicial a la Administración concur-
sal y a los acreedores personados por un plazo de 
cinco días para que aleguen cuanto estimen opor-
tuno en relación a la concesión del BEPI.

Si la Administración concursal y los acree-
dores personados muestran su conformidad a la 
petición del deudor o no se oponen a la misma, 
el juez del concurso concederá, con carácter pro-
visional, el beneficio de la exoneración del pasivo 
insatisfecho en la resolución, declarando la con-
clusión del concurso por fin de la fase de liqui-
dación.

La oposición se sustanciará a través del trámi-
te del incidente concursal.

No podrá dictarse auto de conclusión del con-
curso hasta que gane firmeza la resolución que re-
caiga en el incidente reconociendo o denegando 

“Transcurrido el plazo fijado 
para el cumplimiento del plan 
de pagos sin que se haya 
revocado el beneficio, el juez 
del concurso, a petición del 
deudor concursado, dictará 
auto reconociendo con 
carácter definitivo la 
exoneración del pasivo 
insatisfecho en el concurso”



21 | E&J

el beneficio lógicamente. El procedimiento regla-
mentado para ello es el juicio verbal regulado en 
la Ley de Enjuiciamiento Civil.

Una vez recibida la solicitud del BEPI por 
parte del juzgado y si no existe oposición proce-
sal a su concesión, existen dos posibles modos de 
concesión del BEPI por parte del juzgador:

-	 Que se hayan satisfecho los créditos contra 
la masa y los créditos privilegiados por parte 
del deudor, con lo que la concesión del BEPI 
es automática y definitiva. 

-	 Que se presente por parte del deudor un 
plan de pagos a los acreedores. En este caso 
la concesión del BEPI es provisional hasta 
que se cumpla ese plan.

Es muy importante para los acreedores y para 
el propio concursado deudor beneficiario del 
BEPI, que este beneficio legal puede revocarse 
por cualquier acreedor, incluido la Hacienda Pú-
blica y la Seguridad Social, dentro de los 5 años 
siguientes a su concesión si se constatase que 
deudor ha venido a mejor fortuna, es decir, ha 
recibido una herencia, legado o donación, tiene 
un nuevo trabajo remunerado con ingresos supe-
riores a sus gastos o se descubren posteriormente 
a la concesión del BEPI, bienes o derechos del 
deudor ocultados durante el procedimiento con-
cursal, y simplemente le sonríe la fortuna en for-
ma de juegos de azar.

Dice el art. 178 bis de la Ley Concursal: 
“Transcurrido el plazo fijado para el cumplimien-
to del plan de pagos sin que se haya revocado el 
beneficio, el juez del concurso, a petición del 
deudor concursado, dictará auto reconociendo 
con carácter definitivo la exoneración del pasivo 
insatisfecho en el concurso”.

Con la concesión del BEPI, los créditos de 
derecho público, los privilegiados en la parte que 
no haya podido satisfacerse con la ejecución de la 
garantía y los alimentos dejan de generar intere-
ses desde la fecha de la concesión. Transcribo el 
citado artículo 178.6 de la Ley Concursal:

“Las deudas que no queden exoneradas confor-
me a lo dispuesto en el apartado anterior, deberán 
ser satisfechas por el concursado dentro de los cinco 
años siguientes a la conclusión del concurso, salvo 
que tuvieran un vencimiento posterior. Durante los 
cinco años siguientes a la conclusión del concurso 
las deudas pendientes no podrán devengar interés”.

A tal efecto, el deudor deberá presentar una pro-
puesta de plan de pagos que, oídas las partes por 
plazo de 10 días, será aprobado por el juez en los 
términos en que hubiera sido presentado o con las 
modificaciones que estime oportunas.

Respecto a los créditos de derecho público, la 
tramitación de las solicitudes de aplazamiento o 
fraccionamiento se regirá por lo dispuesto en su 
normativa específica…”.

Como curiosidad final, he de hacer notar, el 
acuerdo de los Jueces Mercantiles y el Juzgado 
de Primera Instancia nº 50 de Barcelona, que se 
desarrolla en el trabajo del abogado José María 
Martín Faba,  publicado en fecha 9 de julio de 
2018 por el Centro de Estudios de Consumo de 
la Universidad de Castilla La Mancha, donde se 
hace referencia a este acuerdo donde unifican 
criterios interpretativos en relación a la aplicación 
del artículo 178 bis de la ley concursal mediante 
los cuales, y entre otros puntos,  queda exonerado 
todo el pasivo insatisfecho en el concurso, inclu-
yendo los créditos contra la masa, los concursales 
por alimentos y los créditos públicos. Asimismo,  
si el deudor tuviere un régimen económico ma-
trimonial de gananciales u otro de comunidad y 
no se hubiere procedido a su liquidación, tam-
bién queda afectado. Por tanto, también queda-
rán exoneradas las deudas propias del cónyuge 
no concursado de las que responda el patrimonio 
común, aunque éste tenga bienes privativos (art. 
178 bis 5º in fine).

Es muy interesante la Sentencia de la Audien-
cia Provincial de Barcelona (Sección 15ª) de 19 
de julio de 2018 en materia de beneficio de exo-
neración del pasivo insatisfecho que establece el 
artículo 178 bis de la Ley concursal (LC), Real 
Decreto-ley 1/2015, de 27 de febrero, de meca-
nismos de segunda oportunidad, reducción de 
carga financiera y otras medidas de orden social. 
Esta sentencia fija la doctrina de que el beneficio 
de exoneración del pasivo insatisfecho está limi-
tado al deudor persona natural y puede dar lugar 
a la exoneración del pasivo insatisfecho cuando el 
concurso hubiere concluido por liquidación o por 
insuficiencia de la masa activa, en relación con la 
tramitación de los créditos de derecho público y 
su fraccionamiento dentro del BEPI:

“4. A nuestro entender, el art. 178.bis punto 6 
no deja lugar a dudas de que la solicitud de aplaza-
miento o fraccionamiento de los créditos de derecho 
público se tramitaran al margen del concurso con 
arreglo a la normativa específica. Mayores dudas 
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nos plantea el segundo párrafo del citado precepto 
(a tal efecto, el deudor deberá presentar una pro-
puesta de plan de pagos que, oídas las partes por 
plazo de 10 días, será aprobado por el juez en los 
términos en que hubiera sido presentado o con las 
modificaciones que estime oportunas), en el sentido 
de si es de aplicación a las solicitudes de aplaza-
miento o fraccionamiento de los créditos de derecho 
público.

Estimamos que el plan de pagos debe incluir to-
das las deudas que no queden exoneradas, también 
los créditos de derecho público, pues de lo contario 
difícilmente se podrá valorar la conveniencia de un 
plan de pagos que no incluya todas las deudas a sa-
tisfacer.

Ahora bien, una vez aprobado el plan de pagos, 
deberá tramitarse el aplazamiento o fraccionamien-
to de los créditos públicos que se incorporen a la 
propuesta de plan de pagos, siempre que se ajuste 
a lo dispuesto en el párrafo primero del apartado 6 
(deberán ser satisfechas por el concursado dentro de 
los cinco años siguientes a la conclusión del con-
curso, salvo que tuvieran un vencimiento posterior. 
Durante los cinco años siguientes a la conclusión 
del concurso las deudas pendientes no podrán de-
vengar interés).

Por ello, la solicitud del beneficio de exclusión 
del pasivo insatisfecho o de la aprobación del plan 
de pagos puede ser simultánea a la solicitud de 
aplazamiento o fraccionamiento de los créditos pú-
blicos que se incorporen a la propuesta de plan de 
pagos ante la AEAT, cuando en aquél se incluyan 
créditos públicos, teniendo en cuenta que la conce-
sión administrativa del citado fraccionamiento será 
siempre posterior a la aprobación del plan de pagos 
y al archivo del concurso por imposición de la pro-
pia normativa administrativa, de conformidad con 
el art. 65.2 de la Ley general Tributaria, que impide 
la concesión cuando el obligado tributario esté en 
concurso (instrucción 1/2017, de 18 de enero de 
la Directora del Departamento de Recaudación de 
la Agencia Estatal de la Administración Tributaria, 
sobre gestión de aplazamientos y fraccionamientos 
de pago).

5. Por consiguiente, concluimos que el aplaza-
miento y fraccionamiento de los créditos tributarios 
forma parte del plan de pagos previsto en el art. 178 
bis.6 LC, y deberá ajustarse a los criterios estableci-
dos en el mismo, pero cabe su tramitación y resolu-
ción ante la Administración tributaria con carácter 
posterior a su incorporación al plan de pagos.”

Todo lo expuesto se desarrollará aun más con 
la jurisprudencia que este asunto está producien-
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do y que modificará, posiblemente, muchos de 
los criterios aquí expuestos, amén de las modi-
ficaciones legales que sobre la Ley Concursal se 
realizarán vía decreto-ley, a medida que la crisis 
económica acucie a nuestra economía.
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CONCLUSIONES
-	 El beneficio de exoneración del pasivo insatisfecho está limitado al deudor 

persona natural y puede dar lugar a la exoneración del pasivo insatisfecho 
cuando el concurso hubiere concluido por liquidación o por insuficiencia de 
la masa activa, en relación con la tramitación de los créditos de derecho pú-
blico y su fraccionamiento dentro del BEPI.

-	 Si la Administración concursal y los acreedores personados muestran su 
conformidad a la petición del deudor o no se oponen a la misma, el juez del 
concurso concederá, con carácter provisional, el beneficio de la exoneración 
del pasivo insatisfecho en la resolución, declarando la conclusión del concur-
so por fin de la fase de liquidación.


